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Sumario: I. Razones a favor y en contra de la pena de muerte. II. Razones profundas que explican el amplio número de 
penas de muertes que se prevén en el Código penal chino y se aplican en la praxis judicial. III. La pena de muerte en el 
Derecho penal chino. IV. Seis argumentos en favor de la abolición de la pena de muerte en China. 1. Abolición parcial. 2. 
Limitación de la pena de muerte en función de las especiales circunstancias concurrentes en los delitos. 3. Una política 
criminal restrictiva de la pena de muerte. 4. La suspensión de la ejecución de la pena de muerte. 5. Reglas estrictas en 
la valoración de la prueba. 6. Revisión por el Tribunal Supremo Popular.

Resumen: La autora analiza la pena de muerte en China. Se estudia la situación de la pena de muerte en el Código Penal 
chino. Y la abolición parcial para algunos casos en el año 2011
Palabras clave: China. Pena de muerte.

Abstract: The author analyzes the death penalty in China. Examines the situation of the death penalty in the Chinese 
criminal code. And the partial abolition for some cases in the year 2011
Keywords: China. Death penalty

Observaciones: Traducción de Francisco Muñoz Conde.

Rec. 01-09-2014 Fav. 21-09-2014

De acuerdo con el Informe de la organización de 
Derechos humanos Amnesty International, hasta el 31 
Diciembre 2013 140 países habían abolido la pena de 
muerte en su legislación o en la práctica1. Estos países 
son más de dos en tercios de los países a nivel mundial. 
Esta evolución indica que el movimiento en favor de la 
abolición de la pena capital ha ido ganando en todos los 

países y regiones el suficiente apoyo como para mante-
nerse por sí mismo, y que conducirá inevitablemente a 
la proscripción normativa del uso de esta pena a nivel 
mundial.

La República Popular China es uno de los 58 países 
que todavía aplican la pena capital. En el Código pe-
nal chino y en la praxis judicial hay 58 delitos que son 

* Traducción de Francisco Muñoz Conde, a partir de la versión al inglés realizada por la propia autora de este artículo.
1 Amnesty International, http://www.amnestyusa.org/research/reports/death-sentences-and-executions-2013, May.1, 2014.
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castigados con esta pena. El número de las ejecuciones 
que se llevan a cabo en China es un secreto de Estado, 
aunque se estima que en el año 2012 hubo unas 2.000 
ejecuciones, mientras que el total de ejecuciones lleva-
das a cabo en el resto del mundo fueron 778.

I. RAZONES A FAVOR Y EN CONTRA DE LA PENA 
DE MUERTE

El debate a favor o en contra de la pena de muerte 
existe desde hace siglos. Las razones que se aducen en 
favor de su mantenimiento son las siguientes:

1) Es la única retribución de los delitos más graves.
2) Es la única que ofrece protección efectiva a la so-

ciedad frente al delincuente.
3) Es necesaria para prevenir otros delitos.
4) Es querida por la mayoría de la población.
5) Es menos costosa que la pena de prisión perpetua.
Sin embargo, el efecto preventivo intimidatorio de la 

pena capital es más que dudoso. En mi opinión tampo-
co el concepto de seguridad puede justificar esta pena. 
Y tanto las creencias de la opinión pública como las 
consideraciones económicas son irracionales como 
fundamento y reflejan un desprecio real hacia la vida 
humana.

Los argumentos que se esgrimen para rechazar la 
pena capital son los siguientes:

1) La retribución es una forma de venganza, que no 
debe ser admitida en los Estados constitucionales.

2) La pena de muerte es un asesinato legal, que dete-
riora el prestigio del Derecho e incrementa la po-
tencial violencia en la sociedad.

3) Olvida su propósito preventivo.
4) No le da al delincuente ninguna oportunidad para 

que se arrepienta o se rehabilite.
5) No pueden excluir los errores y abusos judiciales.
Además de las razones que se acaban de mencionar, 

en mi opinión la decisión de abolir la pena de muerte 
es fundamentalmente una decisión política. El recono-
cimiento general de la conciencia colectiva consolida 
la legitimidad esta decisión. Como dice el político ale-
mán Thomas Dehler: “El Parlamento no es el ejecutor 
de la convicción popular. Los parlamentarios tienen la 
obligación y la capacidad para actuar con mayor rele-
vancia y con más conocimientos de los que puede tener 
un individuo”.

La opinión pública depende mucho de las modas y 
de las irritaciones del momento. Los líderes políticos, 
en cambio, deben guiar la opinión pública al mismo 
tiempo que la tienen en cuenta. Por tanto, la sabiduría 
política es clave en la abolición de la pena de muerte.

II. RAZONES PROFUNDAS QUE EXPLICAN EL 
AMPLIO NÚMERO DE PENAS DE MUERTES QUE 
SE PREVÉN EN EL CÓDIGO PENAL CHINO Y SE 
APLICAN EN LA PRAXIS JUDICIAL

El delito es sobre todo un fenómeno social. Por tan-
to, debe ser considerado como una parte del sistema 
social. En mi opinión, el alto índice de la criminalidad 
en China refleja los conflictos sociales extremos que 
actualmente se viven en China con el cambio social. 
Efectivamente, China experimenta en la actualidad una 
fase de transición, llamada proceso de modernización, 
similar a lo que le ocurre a los seres humanos en la ado-
lescencia. En esa fase, los jóvenes adoptan las reglas 
de los adultos. La transformación social es también un 
proceso de progresiva madurez en el que subsisten mu-
chos problemas.

Los estudios sociológicos identifican la pirámide so-
cial con una amplia clase media que es la forma normal 
de las sociedades. Su representación gráfica indica una 
razonable distribución de los recursos sociales y una 
limitación en la desigualdad del bienestar. En cambio, 
la sociedad china tiene una estructura en forma de T 
invertida, con una pequeña clase media, y una amplia 
brecha entre la clase rica y la clase pobre. La meta de 
las reformas sociales es transformar esa estructura en 
forma de T invertida en una estructura piramidal.

En general, la Estadística criminal en China está do-
minada por gente procedente de las clases bajas que en 
su mayoría cometen delitos contra la propiedad. Y esta 
gente no sólo comete más delitos, sino que también son 
perseguida y castigada más frecuentemente. Las razo-
nes por las que cometen esos delitos se deben las más 
de las veces a la necesidad de conseguir los medios ne-
cesarios para poder vivir.

Hace pocos años sucedió en Pekín el siguiente caso:
Un vendedor callejero, Cui, mató a un agente mu-

nicipal. Cui era un emigrante que realizaba su trabajo 
durante la noche. Como con ello no ganaba lo suficien-
te para vivir, obtenía algún ingreso adicional durante 
el día vendiendo carnes a la brasa en la calle. Pero este 
trabajo era ilegal ya que carecía de licencia para ello. 
Por esta razón fue ya arrestado dos veces por los agen-
tes municipales que le confiscaron los útiles de su ne-
gocio. Pocos días antes de que cometiera el homicidio, 
su padre vino a visitarlo, por lo que Cui decidió ganar 
más dinero para dárselo a su padre. Para ello pidió pres-
tado a algunos amigos 1000 yuanes (unos 130 euros) 
y se compró un nuevo triciclo para instalar su negocio 
de carnes a la brasa. Poco después de haber iniciado de 
nuevo el negocio fue sorprendido por Li, agente muni-
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cipal. Cui le pidió que por lo menos no le confiscara el 
triciclo que había comprado con dinero prestado que 
aún no había podido devolver. Al negarse Li a ello se 
inició una discusión entre ambos, en el curso de la cual 
Cui le clavó a Li un cuchillo para cortar frutas, murien-
do Li a consecuencia de las heridas ocasionadas. Cui 
fue condenado a la pena de muerte, pero el Tribunal 
Supremo de Pekín suspendió condicionalmente su eje-
cución (véase infra 4, 4º).

El mismo año ocurrió un caso similar, el caso Xia-
Junfung. En este caso Xia fue condenado a la pena de 
muerte sin posibilidad de suspensión de su ejecución y 
fue ejecutado inmediatamente, por haber matado a dos 
empleados administrativos y haber herido gravemente 
a un tercero.

En ambos casos se reflejan el conflicto existente en-
tre los vendedores callejeros y la Administración muni-
cipal. Estos conflictos no son representativos de dispu-
tas personales, sino que más bien indican un conflicto 
entre dos clases sociales: El Municipio se interfiere en 
el hábitat de los residentes de la clase baja, sin ofrecer-
les un acceso legítimo a las necesidades básicas para su 
vida. El desarrollo de las ciudades chinas a expensas de 
la parte más débil de la población es la razón que late 
en el fondo de estos delitos.

A medida que la sociedad humana progresa el sis-
tema de penas pierde su crueldad. Generalmente se 
reconoce que la introducción de nuevas ideas tales 
como humanismo, igualdad y fraternidad, repercuten 
directamente en nuevos discursos sobre las penas. 
Pero en mi opinión esto depende la mayoría de las 
veces de la capacidad de los gobernantes. Corriente-
mente, la Administración china confía más en la gra-
vedad de las penas, incluida la pena de muerte, lo que 
indica que su capacidad de gobierno no es óptima. El 
exceso de fuerza es una prueba de debilidad. La pena 
de muerte contradice la idea de los derechos humanos, 
no ayuda a construir la seguridad jurídica desde su 
base y distrae la atención de la sociedad de las verda-
deras causas del delito. No se debe centrar la atención 
solo en el fallo personal del delincuente condenándo-
lo y castigándolo, sino que lo que hay que hacer es 
mejorar las condiciones de vida de las clases bajas, 
y considerar medidas más complejas para atacar las 
causas del delito.

III. LA PENA DE MUERTE EN EL DERECHO PE-
NAL CHINO

En 1997, el Código penal de China contenía 28 deli-
tos castigados con pena de muerte. 15 de ellos estaban 

recogidos en el Capítulo I dedicado a los Delitos con-
tra la Revolución. La bajo incidencia de estos delitos 
y su escasa aplicación hacían que se considerara que 
su función era puramente intimidatoria y reforzadora 
de la importancia de estos delitos. Los otros 13 delitos 
castigados con pena de muerte son los más graves tales 
como el asesinato y la violación. Hacía poco tiempo 
que China había entrado en una nueva era de reformas 
y apertura que comenzó con el Código penal de 1979.

Con los rápidos cambios económicos, políticos y 
culturales, han aparecido más delitos que afectan a 
la seguridad pública y la propiedad. Ante esta nueva 
situación comenzó a partir de los años 80 del pasado 
siglo la llamada “Strike Hard Campaign”. El Congreso 
del Pueblo adoptó un número de leyes especiales que 
introdujeron la pena de muerte en nuevas regulaciones. 
Hasta 1997 hubo en el Código penal 68 delitos castiga-
dos con pena de muerte. Esta expansión de la pena de 
muerte fue repetidamente criticada por los académicos. 
Como veremos seguidamente, cada vez se hicieron más 
fuertes las voces en favor de una restricción o incluso 
de la abolición de esta pena.

IV. SEIS ARGUMENTOS EN FAVOR DE LA ABOLI-
CIÓN DE LA PENA DE MUERTE EN CHINA

El movimiento en favor de la restricción y abolición 
de la pena de muerte en China es visible hoy en día. Así 
por ejemplo, recientemente se ha aprobado un “Natio-
nal Human Rights Action Plan of China” (“Plan nacio-
nal de acción sobre los derechos humanos en China” 
(2012-2015), en el que se solicita un mayor control de 
las condenas a penas de muerte y de su ejecución. Estos 
esfuerzos en favor de la abolición de la pena de muerte 
se puede ver en los siguientes seis argumentos:

1. Abolición parcial

La Octava Enmienda del Código penal aprobada en 
el 2011 ha abolido la pena de muerte para 13 delitos 
económicos, no violentos. Estos delitos son: Contra-
bando de bienes culturales, de metales preciosos, de 
especies protegidas o sus productos, de fletes y bie-
nes; fraudes conectados con instrumentos financieros 
o con instrumentos de crédito; facturación falsa para 
cometer fraude fiscal, confección y venta de facturas 
falsas para defraudar el IVA; estafas; enseñanzas de 
actividades criminales; excavaciones prohibidas y ro-
bos en lugares culturales y tumbas antiguas, y excava-
ciones prohibidas de fósiles homínidos y de animales 
vertebrados.
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2. Limitación de la pena de muerte en función de las 
especiales circunstancias concurrentes en los delitos

Un ejemplo de estas limitaciones a la aplicación de la 
pena de muerte lo ofrece el § 236 que prohíbe la aplica-
ción de la pena de muerte en el delito de violación, a no 
ser que: (1) Las circunstancias sean flagrantes; (2) Se 
trate de la violación de varias mujeres o de niñas meno-
res de 14 años; (3) La violación de una mujer se haya 
realizado en público o en un lugar público; (4) Se trate 
de la violación de una mujer cometida por una o más 
personas repetidamente en sucesión; o (5) Cuando se 
hayan causado graves lesiones o la muerte de la vícti-
ma o cualquier otra grave consecuencia. Si ninguna de 
estas circunstancias está presente no se puede imponer 
la pena de muerte.

Pero no solo en la Parte especial, sino también en 
la general se contienen alguna restricción a la aplica-
ción de la pena de muerte. Así, por ejemplo, en el § 49 
se dispone que la pena de muerte no puede aplicarse a 
personas que hayan cometido el delito antes de cumplir 
los 18 años, o a mujeres que en el momento del juicio 
están embarazadas.

La Octava enmienda añadió a este grupo privilegiado 
a los mayores de 75 años.

3. Una política criminal restrictiva de la pena de muerte

En el § 48 del Código penal chino se contiene una 
disposición general sobre la aplicación de la pena de 
muerte: La pena de muerte solo debe aplicarse a los que 
hayan cometido los delitos más graves.

De acuerdo con este precepto el Tribunal Supremo 
ha interpretado que la pena de muerte solo puede impo-
nerse a algunos pocos delincuentes que hayan cometi-
do delitos verdaderamente muy graves2.

4. La suspensión de la ejecución de la pena de muerte

El § 48 del Código penal de China establece que “si 
la ejecución inmediata del condenado a muerte no es 
realmente necesaria, se pronunciará juntamente con la 
pena de muerte una suspensión por dos años de su eje-
cución”.

Esto representa un importante mecanismo de control 
porque se concede a una persona condenada a muerte 
la posibilidad de convertir esta pena en una de prisión 
perpetua, siempre que durante los dos años de prueba 

no vuelva a cometer ningún delito. Si se dan circuns-
tancias especiales la pena de muerte puede convertirse 
en una pena de prisión de 25 años. Realmente es difícil 
que un condenado a muerte con un período de suspen-
sión sea posteriormente ejecutado

5. Reglas estrictas en la valoración de la prueba

Siguiendo la interpretación legislativa, cuando se 
trata de imponer una pena de muerte, se aplican las re-
glas más estrictas en la valoración de la prueba. Tanto 
el Tribunal Supremo Popular, como la Fiscalía de este 
Tribunal y los Ministerios de Interior y Justicia han es-
tablecido conjuntamente una serie de “Reglas sobre los 
problemas de verificación y admisión de la prueba en 
casos en los que se aplica la pena de muerte”, señalando 
al mismo tiempo unas “reglas de exclusión de las prue-
bas ilegalmente obtenidas en los asuntos criminales”.

6. Revisión por el Tribunal Supremo Popular

El último mecanismo de control es la necesidad de 
que el Tribunal Supremo Popular revise y apruebe la 
aplicación de la pena de muerte. Aunque el proceso pe-
nal chino tiene generalmente dos instancias, en caso de 
pena de muerte hay además un procedimiento especial 
para verificar su aplicación.

A este respecto el § 48 establecer: “Excepto en los ca-
sos en los que el enjuiciamiento se haya llevado a cabo 
ante el propio Tribunal Supremo Popular, todas las con-
denas a muerte deben ser remitidas a este Tribunal”.

El Tribunal Supremo impone, cuando es posible de 
acuerdo con las circunstancias particulares del caso, la 
suspensión condicional de la ejecución de la pena de 
muerte. Tanto más se tengan en cuenta estas circuns-
tancias, menos veces se aplica la pena de muerte. El 
número de estas circunstancias se ha venido incremen-
tando continuamente. Así, por ejemplo, una de esas 
circunstancias que excluye la pena de muerte es que el 
delito se haya producido en una riña entre vecinos. Otra 
es que haya habido alguna compensación o indemni-
zación. También es posible la suspensión condicional 
de la pena de muerte cuando la víctima o sus allegados 
perdonan al autor del delito o quedan satisfechas con el 
pago de una cantidad monetaria.

Estos son los seis instrumentos que ponen a China en 
el camino de la abolición de la pena de muerte. En mi 
opinión éste es el camino correcto e inevitable.

2 Corte Suprema Popular: “Algunos puntos de vista en el reforzamiento de la Justicia criminal combinando suavidad con firmeza”, 
2 de agosto 2010.


